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Es necesaria la contratación transparente en todas las fases del procesos de compra pública. Deben publicitarse 
todas las actuaciones de interés del proceso legitimando a cualquier persona a solicitar la corrección de 
infracciones en adjudicaciones y modificaciones. Deben crearse modelos de conducta en la interacción de los 
gestores públicos con los sectores privados para evitar la corrupción.

El objetivo de la normativa de contratación pública en España, según reza el artículo 1 del 
TRLCSP es garantizar que la contratación del sector público se ajusta a los principios de libertad 
de acceso a las licitaciones, publicidad y transparencia de los procedimientos, y no 
discriminación e igualdad de trato entre los candidatos, y de asegurar, en conexión con el 
objetivo de estabilidad presupuestaria y control del gasto, una eficiente utilización de los fondos 
destinados a la realización de obras, la adquisición de bienes y la contratación de servicios 
mediante la exigencia de la definición previa de las necesidades a satisfacer, la salvaguarda de 
la libre competencia y la selección de la oferta económicamente más ventajosa.

Todos estos principios se materializan en la necesidad de una contratación transparente en 
todas las fases del procesos de compra.

1.- APERTURA GENERAL DEL PROCESO DE COMPRA PÚBLICA.

“El secretismo en la contratación fomenta la corrupciòn” [La integridad en la 
contratación pública. Buenas prácticas de la A a la Z, Instituto Nacional de Administración 
Pública , OCDE, INAP, 2009. Es necesario realizar una gestión de la contratación abierta a los 
ciudadanos, que les rinda cuentas de todo el proceso de contratación. La forma más sencilla y 
transparente es aprovechar las nuevas tecnologías de información y comunicación para cambiar 
la visión que el ciudadano tiene de la actuación administrativa.
En este sentido parece pronunciarse el “Proyecto de Ley de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno”, recogiendo en el artículo 6.a) , el sentir la propuesta del 
Observatorio de Contratación Pública: “a) Todos los contratos formalizados, con indicación del 
objeto, el importe de licitación y de adjudicación, el procedimiento utilizado para su celebración, 
los instrumentos a través de los que, en su caso, se ha publicitado, el número de licitadores 
participantes en el procedimiento y la identidad del adjudicatario, así como las modificaciones 
del contrato. Igualmente serán objeto de publicación las decisiones de desistimiento y renuncia 
de los contratos. La publicación de la información relativa a los contratos menores podrá 
realizarse trimestralmente y de forma agregada. Asimismo, se publicarán datos estadísticos 
sobre el porcentaje en volumen presupuestario de contratos adjudicados a través de cada uno 
de los procedimientos previstos en la legislación de contratos del sector público.”

Para Transparencia Internacional, los indicadores para valorar la transparencia en las 
contrataciones de las comunidades autónomas son muchos más amplios que los que el 
Proyecto de Ley recoge:

“1.- Procedimiento de contratación de servicios (3)


